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potestad sancionadora, atendiendo a los prin-
cipios del procedimiento sancionador que regula
el capítulo I del título IX de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre.

6. Tanto las infracciones como las sanciones
prescribirán en los plazos y las condiciones que
establecen las normas con rango de ley.

7. El ejercicio de la potestad sancionadora
corresponderá al director o directora general del
Patrimonio, sin posibilidad que se pueda dele-
gar en ningún otro órgano distinto, de acuerdo
con la Ley 30/1992.

8. Contra la resolución del director o direc-
tora general del Patrimonio, se podrá interpo-
ner recurso de alzada.

Artículo 42
Cuando los hechos a que se refiere el artículo

anterior pudieran constituir delito o falta, la
Generalidad lo pondrá en conocimiento de la ju-
risdicción penal y se dejará en suspenso la reso-
lución definitiva de los procedimientos admi-
nistrativos hasta que esta no se haya pronunciado.
(02.354.042)

DECRETO LEGISLATIVO
2/2002, de 24 de diciembre, por el que se aprue-
ba el Texto refundido de la Ley 4/1985, de 29 de
marzo, del Estatuto de la Empresa Pública Ca-
talana.

 La disposición final 2, apartado 2, de la Ley
21/2001, de 28 de diciembre, de medidas fisca-
les y administrativas, autorizó al Gobierno para
que en el plazo máximo de un año desde la en-
trada en vigor de esta Ley, con el dictamen pre-
vio de la Comisión Jurídica Asesora, refundiera
en un texto único la Ley 4/1985, de 29 de mar-
zo, del Estatuto de la Empresa Pública Catalana,
incorporando las modificaciones que se intro-
ducen mediante esta Ley y las introducidas por
las leyes de presupuestos posteriores a la entrada
en vigor de la mencionada Ley, y por las dispo-
siciones siguientes:

Decreto legislativo 5/1986, de 25 de septiem-
bre, de modificación de la Ley 4/1985, de 29 de
marzo.

Decreto legislativo 9/1994, de 13 de julio, de
aprobación del Texto refundido de la Ley de
finanzas públicas de Cataluña.

Ley 9/1997, de 23 de junio, sobre la partici-
pación de la Generalidad de Cataluña en socie-
dades mercantiles y civiles y de modificación de
las leyes 11/1981, 10/1982 y 4/1985.

Ley 17/1997, de 24 de diciembre, de medidas
administrativas y de organización.

Ley 25/1998, de 31 de diciembre, de medidas
administrativas, fiscales y de adaptación al euro.

Ley 4/2000, de 26 de mayo, de medidas fisca-
les y administrativas.

Ley 15/2000, de 29 de diciembre, de medidas
fiscales y administrativas.

Asimismo, el apartado 2 de la disposición final
cuarta, estableció que la autorización para la
refundición incluía también la facultad de regu-
larizar, aclarar y armonizar estas disposiciones,
así como la obligación de efectuar la conversión
a la unidad monetaria euro de todos los importes
a que se refieren las disposiciones que han de
integrar el Texto refundido.

Por tanto, en ejercicio de la mencionada de-
legación, de acuerdo con el dictamen emitido
por la Comisión Jurídica Asesora, y de acuer-
do con el Gobierno,

DECRETO:

Artículo único
Se aprueba el Texto refundido de la Ley del

Estatuto de la Empresa Pública Catalana, que
se publica acto seguido.

DISPOSICIÓN FINAL

Este Decreto legislativo entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diari Ofi-
cial de la Generalitat de Catalunya.

Barcelona, 24 de diciembre de 2002

JORDI PUJOL

Presidente de la Generalidad de Cataluña

FRANCESC HOMS I FERRET

Consejero de Economía y Finanzas

TEXTO REFUNDIDO
de la Ley del Estatuto de la Empresa Pública
Catalana

CAPÍTULO I
Ámbito de aplicación y criterios generales de
actuación de la empresa pública catalana

Artículo 1
Esta Ley se aplica:
a) A las entidades autónomas de la Genera-

lidad que realizan operaciones o prestan servi-
cios de carácter principalmente comercial, in-
dustrial o financiero.

b) A las empresas de la Generalidad:
b.1 Entidades de derecho público con perso-

nalidad jurídica propia sometidas a la Genera-
lidad, pero que deban ajustar su actividad al or-
denamiento jurídico privado.

b.2 Sociedades civiles o mercantiles con par-
ticipación mayoritaria de la Generalidad, de sus
entidades autónomas o de las sociedades en las
que la Generalidad o las mencionadas entida-
des posean también participación mayoritaria
en su capital social.

c) A las sociedades civiles o mercantiles vin-
culadas a la Generalidad, es decir, las que son
gestoras de servicios públicos cuya titularidad
ostente la Generalidad o las que han suscrito
convenios con la misma, y en las que ésta posea
la facultad de designar todos o una parte de los
órganos de dirección o participa directa o indi-
rectamente en ellos, como mínimo, en un 5% del
capital social.

Artículo 2
1. La actuación de las entidades y las empre-

sas incluidas en el ámbito de aplicación de esta
Ley debe inspirarse en criterios de rentabilidad,
economía y productividad, aplicados de acuerdo
con los objetivos que les son fijados por los ór-
ganos correspondientes y bajo el principio de no
discriminación respecto al sector privado. Asi-
mismo procurará contribuir al fomento del em-
pleo y al desarrollo tecnológico.

2. La imposición de obligaciones de servicio
público o de objetivos de interés social que com-
portan una minoración de los ingresos de explo-
tación o un aumento de los costes de producción
serán objeto de evaluación económica en cada
ejercicio a fin de consignar en los Presupuestos
de la Generalidad las dotaciones compensato-
rias necesarias.

CAPÍTULO II
De las entidades autónomas de la Generalidad
que realizan operaciones o prestan servicios de
carácter principalmente comercial, industrial o
financiero.

Artículo 3
1. Mediante ley del Parlamento, podrán cons-

tituirse entidades autónomas de la Generalidad
que realicen operaciones o presten servicios de
carácter principalmente comercial, industrial o
financiero. La ley de creación ha de determinar
las funciones, los recursos económicos que se le
asignan y las bases de su organización y su ré-
gimen jurídico.

2. Corresponde al Gobierno, mediante de-
creto, desarrollar su organización y el régimen
jurídico, y así mismo aprobar los estatutos, de-
terminar el Departamento al que quedarán
adscritas y los bienes que se les asignen.

Artículo 4
De acuerdo con lo que dispone la normativa

patrimonial de la Generalidad de Cataluña, las
entidades a las que hace referencia este capítu-
lo pueden solicitar para el servicio de sus fines de
forma directa y permanente al Departamento de
Economía y Finanzas, mediante el departamento
del cual dependen, la adscripción de bienes pa-
trimoniales de la Generalidad de Cataluña.

Artículo 5
1. Los bienes adquiridos por estas entidades

de forma distinta a la expresada en el artículo
4 deben incorporarse a su patrimonio propio.

2. Estas entidades no pueden enajenar los
bienes afectos de manera permanente y direc-
ta al cumplimiento de su finalidad institucional.
En caso de disolución, los activos de estas en-
tidades, dada su naturaleza, se incorporarán al
dominio público o a los bienes patrimoniales de
la Generalidad.

3. Los bienes o derechos propios no afecta-
dos de forma permanente y directa al cumpli-
miento de la finalidad institucional de estas
entidades pueden ser enajenados, previa auto-
rización.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto
5, la autorización a que se refiere el punto 3
deberá hacerse por el Parlamento cuando el
valor de la tasación exceda los 12.020.242,09
euros. Si la tasación es superior a los 6.010.121,04
de euros pero inferior a los 12.020.242,09 euros,
la autorización corresponde al Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, y si la valoración es
inferior a los 6.010.121,04 de euros será autori-
zada por el consejero o consejera de Economía
y Finanzas.

5. No será precisa autorización administra-
tiva en los casos siguientes:

a) Cuando se trata de bienes adquiridos con
la finalidad de devolverlos al tráfico jurídico
privado, de acuerdo con las funciones atribui-
das a las entidades autónomas.

b) Cuando se trata de bienes adquiridos co-
mo inversión de las reservas a que legalmente
están obligadas.

c) Cuando el valor de los bienes es inferior
a 60.101,21 euros

6. La transmisión a título gratuito de los bie-
nes pertenecientes a los entes públicos debe ser
autorizada por el Gobierno en los términos y con
las finalidades que establece la normativa patri-
monial.
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Artículo 6
Estas entidades ejercerán las potestades con-

cedidas por las leyes para la recuperación po-
sesoria de los bienes que les pertenecen o que
les han sido adscritos.

Artículo 7
1. Las tarifas y precios que dichas entidades

apliquen en sus operaciones serán autorizados
por el/la titular del departamento al que estén
adscritas, salvo que, por su naturaleza, dicha
potestad sea atribuida a otro órgano de la Ge-
neralidad o a otra Administración pública.

2. El consejero o consejera del Departamen-
to puede delegar esta facultad en el consejo de
administración de la entidad.

3. No será precisa la autorización para las
transmisiones a título oneroso de bienes inmue-
bles que constituyen el objeto de la actividad de
la entidad, salvo que así lo dispongan la ley de
creación, el decreto de desarrollo o los estatu-
tos de la misma.

Artículo 8
1. Estas entidades pueden hacer uso del en-

deudamiento en cualquiera de sus modalidades,
dentro del importe fijado por la Ley de presu-
puestos de la Generalidad o, si cabe, la ley de
suplemento de crédito o la ley de crédito extraor-
dinario correspondiente.

2. Se delega con carácter permanente en el
Gobierno, de acuerdo con la normativa de Fi-
nanzas Públicas, la potestad de aprobar las ca-
racterísticas y el destino de las susodichas ope-
raciones.

3. No es precisa la autorización para las ope-
raciones de tesorería que no excedan el importe
que el Gobierno haya fijado de forma general
o para cada entidad.

4. El aval de la Generalidad para estas ope-
raciones debe ser autorizado por la Ley de pre-
supuestos del ejercicio correspondiente o por
una ley específica.

Artículo 9
1. La prestación de avales efectuada por estas

entidades deberá ser regulada por la correspon-
diente norma de creación y no puede sobrepasar
el importe fijado ni puede ser aplicada a otras
personas o a otras finalidades que los determi-
nados por la Ley de presupuestos del ejercicio
correspondiente o por una ley especial.

2. Estas entidades deben rendir cuenta al
Departamento de Economía y Finanzas de cada
uno de los avales que concedan.

3. No obstante, el Gobierno, por motivos de
urgencia, puede autorizar la concesión de avales
a favor de empresas en las que la entidad parti-
cipe mayoritariamente, siempre que el importe
de la garantía no sobrepase el cincuenta por cien-
to del valor nominal de dicha participación. De-
berá darse cuenta al Parlamento de las autoriza-
ciones concedidas al amparo de esta norma.

Artículo 10
Las obligaciones contraídas por las entidades

señaladas por el artículo 1.a) no pueden ser exi-
gidas por vía de apremio con la excepción de los
créditos liquidados a favor de la Hacienda del
Estado o de la Generalidad y de los garantizados
con fianza o hipoteca. En consecuencia, estas
entidades deberán cumplir las sentencias y las
demás resoluciones judiciales que hayan ganado
firmeza que impongan obligaciones o responsa-
bilidades económicas, mediante la habilitación
en su presupuesto del correspondiente crédito.

Artículo 11
1. La norma fundacional o los estatutos de

estas entidades autónomas determinarán las ca-
racterísticas de su régimen de contratación y, es-
pecialmente, los contratos que puedan suscri-
bir, de acuerdo con el derecho civil y mercantil,
de manera directa, sin someterse a los procedi-
mientos administrativos de selección de contra-
tistas y, en general, a las normas administrativas
sobre contratación.

2. En cualquier caso, pueden ser contratados
directamente los suministros de bienes que cons-
tituyan el objeto de su actividad y que hayan sido
adquiridos con el fin de devolverlos al tráfico ju-
rídico patrimonial, de acuerdo con la finalidad
de la entidad.

Artículo 12
Las entidades autónomas de la Generalidad

que realicen operaciones o presten servicios de
carácter principalmente comercial, industrial o
financiero pueden hacer uso del procedimien-
to administrativo de apremio en la recaudación
de ingresos de derecho público que tienen au-
torizada, de acuerdo con el Reglamento General
de Recaudación.

Por otra parte, las acciones para cobrar sus
créditos serán ejercidas ante la jurisdicción or-
dinaria civil.

Artículo 13
1. Las entidades a que hace referencia este

capítulo elaborarán anualmente un presupuesto
de explotación y capital, que contendrá:

a) Un estado de recursos, con las correspon-
dientes estimaciones para el ejercicio.

b) Un estado de dotaciones, con la evalua-
ción de los medios necesarios para el desarro-
llo de sus actividades durante el ejercicio.

Las citadas dotaciones se clasifican como sigue:
b.1 Estimativas, las que recojan variaciones

de activo y pasivo y las existencias de almacén.
b.2 Limitativas, las destinadas a remunera-

ciones del personal al servicio de las entidades
autónomas, salvando lo que disponga la ley de
creación correspondiente, las destinadas a las
subvenciones corrientes y las destinadas a gastos
de capital.

b.3 Ampliables, las determinadas en función
de los recursos efectivamente obtenidos.

2. A pesar de lo que dispuesto en la letra b)
del punto 1, el Gobierno, a propuesta del con-
sejero o consejera de Economía y Finanzas y
previo informe del consejero o consejera del que
depende la entidad autónoma, puede declarar
ampliables las dotaciones limitativas referentes
a subvenciones corrientes y gastos de capital, si
ha sido regulado que se fijen en función de los
ingresos efectivamente efectuados.

3. A los estados de las entidades a que se
refiere este artículo unirá una memoria de la
tarea llevada a cabo y de los objetivos a alcan-
zar durante el ejercicio y una evaluación econó-
mica de los proyectos de inversiones que hayan
de iniciarse en el mismo ejercicio.

4. En estas entidades se aplicará el régimen
contable establecido en el Plan general de con-
tabilidad pública.

Artículo 14
El ejercicio presupuestario coincidirá con el

año natural, sin perjuicio de los ajustes que
puedan realizarse cuando las operaciones que
la entidad deba efectuar estén vinculadas a un
ciclo productivo diferente, que no podrá ser
superior a doce meses.

Artículo 15
Los presupuestos de las entidades autónomas

serán elevados por su consejo de administración
al Departamento de Economía y Finanzas, pre-
vio informe del departamento al que están ads-
critas, antes del primero de mayo de cada año.
El Departamento de Economía y Finanzas, una
vez emitido su informe, someterá dichos presu-
puestos a la aprobación del Gobierno, con las
correcciones que crea oportunas, para incluir-
los en el Proyecto de ley de presupuestos.

Artículo 16
1. En estas entidades, se sustituirá la interven-

ción previa por auditorías realizadas bajo la di-
rección de la Intervención General de la Gene-
ralidad, de acuerdo con las siguientes normas:

a) Anualmente, entre el 1 de febrero y el 31
de marzo, con referencia al ejercicio anterior, el
informe de auditoría se emitirá antes del 30 de
abril siguiente, o el que se determine de acuerdo
con el Plan anual de auditoría previsto en la Ley
de presupuestos.

b) Asimismo, cuando así lo acuerde el De-
partamento de Economía y Finanzas, a propues-
ta de la misma entidad, del Departamento del
que depende o de la Intervención General.

2. Las disposiciones de fondos que emita el/
la funcionario/a que en cada entidad posea la
facultad de realizarlas serán objeto de interven-
ción formal y material, de acuerdo con las res-
pectivas cuentas justificativas, cuando se efec-
túa cualquiera de las auditorías establecidas por
el punto 1.

Artículo 17
1. El presidente o presidenta, los vocales del

consejo de administración y los directores/direc-
toras generales son nombrados libremente por
el Gobierno, respetando las normas que para la
provisión de estos cargos establecen la norma
fundacional o los estatutos. Dichos cargos serán
también separados libremente por el Gobierno.

2. Los estatutos preverán la presencia de re-
presentantes sociales en los consejos de adminis-
tración si la función ejercida por la entidad o el
número de trabajadores lo hacen aconsejable.

Artículo 18
1. Los miembros del Parlamento de Cataluña

no pueden formar parte de los consejos de ad-
ministración de estas entidades ni ejercer las
funciones de director o directora, salvo que una
ley lo autorice expresamente. En caso de aceptar
alguno de estos cargos deberán presentar la
renuncia a su escaño parlamentario.

2. Los altos cargos y funcionarios/funciona-
rias de la Generalidad no pueden ser designa-
dos para más de dos consejos de administración
de las entidades reguladas por esta Ley, salvo
acuerdo expreso del Gobierno justificado por
conveniencia de una mejor dirección. Es igual-
mente incompatible el desarrollo de un cargo
directivo en sociedades mercantiles privadas
suministradoras de aquéllas o destinatarias de su
producción o en empresas de servicios dedicadas
a actividades auxiliares o complementarias.

Artículo 19
Los altos cargos y funcionarios/funcionarias

de la Generalidad que forman parte de los con-
sejos de administración de las empresas regu-
ladas por esta Ley no tienen derecho a retribu-
ción alguna, con excepción de las dietas que cada
empresa acuerde conceder.
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Artículo 20
El personal de las entidades previstas por el

artículo 1.a) se rige, por regla general, por las
normas administrativas, con excepción de aque-
llas personas que, de acuerdo con las leyes, han
sido contratadas con carácter laboral.

CAPÍTULO III
De las entidades de derecho público que deben
ajustar su actividad al derecho privado

Artículo 21
La creación de las entidades de derecho pú-

blico que deben ajustar su actividad al derecho
privado deberá ser autorizado por ley del Par-
lamento. Se les aplicará lo dispuesto en el artí-
culo 3.

Artículo 22
La actividad de estas entidades debe someterse

a las normas de derecho civil, mercantil y labo-
ral, sin perjuicio de las materias a que se aplica
esta Ley, de las materias exceptuadas por la ley
de creación o por el decreto de desarrollo y, en
general, de las materias referentes a sus relaciones
de tutela con la Administración pública.

Artículo 23
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la norma-

tiva patrimonial, los bienes adscritos a estas
entidades para el servicio de sus fines conservan
la calificación jurídica originaria, y la adscripción
no implica transmisión del dominio ni su desa-
fectación.

2. El resto de bienes o derechos adquiridos
por dichas entidades, de modo distinto al ex-
presado en el punto 1 se incorporarán a su pa-
trimonio.

3. En caso de disolución, los activos de dichas
entidades, atendiendo a su naturaleza, deberán
incorporarse según su naturaleza, bien al domi-
nio público, bien al dominio privado de la Ge-
neralidad.

4. Corresponde a estas entidades el ejercicio
de las facultades de recuperación posesoria que
las leyes reconocen a la Generalidad.

Artículo 24
1. El régimen de contratación previsto de las

entidades reguladas en este capítulo es el esta-
blecido por la ley de creación y por la norma-
tiva de desarrollo.

2. La adquisición de bienes inmuebles se
someterán a procedimientos que se adapten a
los principios de publicidad y de concurrencia
propios de la normativa patrimonial de la Ge-
neralidad de Cataluña.

3. La ejecución de obras se someterá a los
mismos principios de publicidad y de concurren-
cia propios de la contratación administrativa.

4. En relación con los puntos 2 y 3 anterio-
res, el decreto de desarrollo de la Ley de crea-
ción o los estatutos determinarán la composición
de las mesas de contratación y/o concurso y los
supuestos en que los representantes de la enti-
dad deberán solicitar autorización previa al
Departamento de Economía y Finanzas o al
departamento del que dependan.

Artículo 25
1. La desafectación de bienes de dominio

público adscritos a estas entidades, tanto si se
trata de bienes transferidos por el Estado como
de bienes adquiridos después de las transferen-
cias, corresponde al Departamento de Econo-

mía y Finanzas, si su valor según tasación pericial
no excede los 6.010.121,04 euros, y al Gobier-
no de la Generalidad de Cataluña, a propues-
ta del Departamento de Economía y Finanzas,
si sobrepasa esta cantidad. En ambos casos es
previa la instrucción del expediente por el De-
partamento de Economía y Finanzas, donde se
debe acreditar que no es necesaria la afectación
al uso general o a los servicios públicos y se
determinará la incorporación al patrimonio de
la Generalidad.

2. Ello no obstante, el Departamento de
Economía y Finanzas, a propuesta del consejo
de administración de la entidad, puede acordar
la reserva o la retención de estos bienes en pre-
visión de obras futuras, acuerdo que deberá
revisar, como mínimo, cada cinco años.

3. Asimismo, el Departamento de Economía
y Finanzas, a propuesta de la Dirección Gene-
ral del Patrimonio, puede delegar en el conse-
jo de administración de la entidad las operacio-
nes de venta de los bienes desafectos, que se
someterán al procedimiento de la Ley de patri-
monio, si este Departamento, dadas las carac-
terísticas de aquéllos, no autoriza su venta di-
recta.

Artículo 26
1. La transmisión a título oneroso de los bie-

nes propios de estas entidades cuyo valor peri-
cialmente fijado sea superior a 60.101,21 euros
deberá ser autorizada previamente por el con-
sejero o consejera de Economía y Finanzas, que
la denegará si considera conveniente incorpo-
rarlos al Patrimonio de la Generalidad, previo
expediente instruido por la Dirección General
del Patrimonio. La autorización puede ser global
por categorías de bienes.

2. Si se trata de bienes inmuebles, la compe-
tencia para dicha autorización se determinará
de acuerdo con lo que prevé el artículo 5.

3. La transmisión a título gratuito de dichos
bienes será autorizada por el Gobierno en los
términos y con las finalidades que establece la
normativa patrimonial.

Artículo 27
Se aplica a estas entidades lo dispuesto en los

artículos 7, 8, 9 y 10.

Artículo 28
Las entidades comprendidas en el presente

capítulo elaborarán anualmente un programa
de actuación, inversiones y financiación, que,
respondiendo a las previsiones plurianuales
oportunamente establecidas, deberá contener:

a) Un estado que detalle las inversiones rea-
les y financieras a efectuar durante el ejercicio.

b) Un estado que especifique las aportacio-
nes de la Generalidad, de las entidades autóno-
mas o de otras empresas que participen en el
capital social, así como de otras fuentes de finan-
ciación de las inversiones.

c) La expresión de los objetivos a alcanzar
durante el ejercicio, con inclusión de los ingresos
que se espera generar por medio de ventas.

d) Una memoria concerniente a la evalua-
ción económica de las inversiones a comenzar
durante el ejercicio.

Artículo 29
1. Antes del 1 de junio de cada año las enti-

dades comprendidas en este capítulo enviarán
al consejero o consejera de Economía y Finan-
zas, por medio del departamento del que depen-
den y con el informe del mismo el anteproyec-

to del programa de actuación, inversiones y fi-
nanciación correspondiente al ejercicio siguien-
te, complementado con una memoria explica-
tiva del contenido del programa y de las
principales modificaciones que presenta en re-
lación con el programa vigente.

2. Los programas de actuación se someterán
al acuerdo del Gobierno, a propuesta del con-
sejero o consejera de Economía y Finanzas, y se
publicarán en el Diari Oficial de la Generalitat
de Catalunya.

Artículo 30
1. Estas entidades elaborarán anualmente un

presupuesto de explotación y capital, de acuerdo
con lo que dispuesto en los artículos 13, 14 y
15. El presupuesto de explotación tendrá, no
obstante, carácter preventivo, salvo que la en-
tidad reciba subvenciones corrientes con cargo
a los Presupuestos de la Generalidad; en este
último caso reflejará con carácter limitativo las
dotaciones anuales a que se aplicarán dichas
subvenciones.

2. El Gobierno regulará las modalidades a
que deberán ajustarse estos presupuestos en
cada caso.

Artículo 31
El consejero o consejera de Economía y Fi-

nanzas puede autorizar variaciones en los pre-
supuestos a que hace referencia el artículo 30,
cuando estos posean carácter limitativo y su
importe no exceda el cinco por ciento de las
cantidades presupuestadas. Para variaciones por
un importe superior, será necesaria la autoriza-
ción del Gobierno. En todos los casos será pre-
ciso que la Ley de presupuestos de la Genera-
lidad lo autorice expresamente.

Artículo 32
En los tres primeros meses del ejercicio, cada

entidad aprobará un balance ajustado a la pre-
visión del Plan general contable que le sea apli-
cable, que será remitido al Gobierno.

Artículo 33
Se aplican a estas entidades lo dispuesto en

los artículos 16, 17, 18 y 19.

Artículo 34
Las relaciones entre estas entidades y su per-

sonal se rigen por las normas civiles, mercantiles
y laborales que según su función les correspon-
da. Los sistemas de selección de personal se re-
gularán por reglamento.

CAPÍTULO IV
De las sociedades con participación mayoritaria
y las sociedades vinculadas

Artículo 35
1. Dentro de las previsiones presupuestarias,

el Gobierno podrá acordar la constitución de so-
ciedades sujetas a normas civiles y mercantiles
para alcanzar las finalidades asignadas por el
Estatuto de autonomía.

2. El acuerdo de constitución se publicará en
el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya
y determinará necesariamente el objeto social,
el capital fundacional de la sociedad, la partici-
pación que directa o indirectamente tendrá en
ella la Generalidad y la forma jurídica que de-
berá adoptar. El Gobierno dará cuenta de ello
al Parlamento.
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3. Los estatutos de estas entidades serán
aprobados por el Gobierno, a propuesta conjun-
ta del consejero o consejera de Economía y Fi-
nanzas y del consejero o consejera competen-
te por razón de la materia.

4. De igual modo el Gobierno acordará, a
propuesta conjunta del consejero o consejera de
Economía y Finanzas y del consejero o conse-
jera competente por razón de la materia, la
adquisición, a título oneroso, de participación
mayoritaria, directa o indirecta, en sociedades
civiles o mercantiles ya constituidas, o la suscrip-
ción de convenios determinantes de la califica-
ción de sociedades vinculadas a la Generalidad,
de acuerdo, por lo que respecta a estas últimas,
con las normas que específicamente le sean
aplicables.

5. La pérdida de la posición mayoritaria en
estas sociedades será aprobada por ley del Par-
lamento.

6. La venta de títulos de sociedades que no
comporten la pérdida de posición mayoritaria
será acordada por el Gobierno.

7. Se aplican a estas sociedades las limitacio-
nes establecidas por los artículos 18 y 19. La ad-
quisición y enajenación de títulos correspondien-
tes a sociedades con participación minoritaria
de la Generalidad o de entidades reguladas por
esta Ley serán acordadas por el Gobierno.

8. Cuando las adquisiciones a título onero-
so reguladas en este artículo tengan por obje-
to acciones sin derecho de voto, serán autoriza-
das por el Parlamento. Esta misma regla es
aplicable cuando la participación en el capital
no se corresponda con una congruente posición
en las juntas o en la gestión de la entidad.

9. La autorización para la enajenación de
participaciones que tengan las características del
párrafo precedente, incluso hasta la extinción
total, puede ser otorgada por el Gobierno.

10. Cualquier variación de capital de las so-
ciedades mercantiles en las que la Generalidad,
o cualquiera de las entidades a las que se refiere
el artículo 1, o la Corporación Catalana de Radio
y Televisión, o el Servicio Catalán de la Salud
tenga una participación directa o indirecta ma-
yoritaria necesita la aprobación del Gobierno
para formalizarla. Previamente, será necesario
informe de la Dirección General del Patrimo-
nio de la Generalidad, que deberá emitirlo en
el plazo máximo de quince días.

11. Antes de la adopción del acuerdo a que
se refieren los apartados 3, 4, 6, 7 y 9 de este
artículo, será necesario informe favorable del
Departamento de Economía y Finanzas. Este
requisito es exigible no únicamente para las
operaciones que efectúan las entidades a las que
se refiere el artículo 35.1, individualmente con-
sideradas, sino también cuando actúen en el
marco de corporaciones, uniones de empresas
y entidades similares en las cuales estas estén
incluidas y en los supuestos en las que sean di-
chas corporaciones, uniones y entidades simi-
lares las que efectúen estas operaciones.

Artículo 36
La disolución de sociedades con participación

mayoritaria de la Generalidad, que comporte su
liquidación, será aprobada por ley del Parlamen-
to. El procedimiento para disolverlas y liquidar-
las debe ajustarse a las normas legales que les
sean aplicables.

Artículo 37
En los consejos de administración de las so-

ciedades con participación mayoritaria, y cuando

ello no vulnere las garantías de mantener la
mayoría en manos de la representación del ca-
pital público, se nombrarán representantes de
los órganos sindicales más representativos de la
propia empresa.

Artículo 38
1. El director o directora general del Patri-

monio ostenta derecho de voto en las juntas
generales en cuyas sociedades la Generalidad
participe directamente y puede delegar la asis-
tencia y el voto.

2. Las entidades autónomas o de derecho
público que tengan capital en estas sociedades
tienen estos mismos derechos.

3. Los vocales representantes del capital de
la Generalidad o de otras entidades previstas por
esta Ley son designados atendiendo a criterios
de competencia empresarial, profesional o téc-
nica y de idoneidad para ejercer el cargo.

Artículo 39
Los representantes de la Generalidad en los

órganos sociales a los que corresponda aprobar
las operaciones de endeudamiento o de aval por
un importe superior al cincuenta por ciento del
capital social o por un importe que sobrepase
la participación de la Generalidad solicitarán,
a través del consejero o consejera respectivo/a,
la correspondiente autorización previa del Go-
bierno.

Los representantes de la Generalidad en los
órganos sociales de una sociedad con participa-
ción mayoritaria, directa o indirecta, a los que
corresponda aprobar, o simplemente votar, la
adquisición onerosa o gratuita o la enajenación
de títulos representativos del capital de otra
sociedad deben solicitar, con anterioridad al
otorgamiento de su aprobación o voto, la auto-
rización del Gobierno de la Generalidad, que,
si procede, debe ser adoptada a propuesta con-
junta del consejero o consejera de Economía y
Finanzas y del consejero o consejera competente
por razón de la materia.

Asimismo solicitarán la autorización del Go-
bierno cuando hayan de aprobar o votar la dis-
minución del capital social de la sociedad par-
ticipada mayoritariamente por la Generalidad
de Cataluña directa o indirectamente.

Artículo 40
1. Estas sociedades elaborarán anualmente

un programa de actuación, inversiones y finan-
ciación con las características que regula el ar-
tículo 28.

2. Asimismo presentarán al consejero o con-
sejera de Economía y Finanzas, antes del prime-
ro de mayo de cada año, previa aprobación del
consejero o consejera de quien dependen, un
presupuesto de explotación, que tendrá carác-
ter preventivo. El Gobierno, una vez aprobado,
lo incluirá en el Proyecto de ley de presupues-
tos, de acuerdo con lo establecido el artículo 49
del Estatuto de autonomía.

3. Si reciben subvenciones con cargo a los
Presupuestos de la Generalidad, dichas socie-
dades elaborarán en las mismas fechas un pre-
supuesto de explotación y capital, si procede, con
los efectos que determinan los artículos 30 y
31. Las sociedades con participación mayorita-
ria de la Generalidad ajustarán la contabilidad
a lo establecido por el Plan general de contabi-
lidad que sea de aplicación.

4. Si se trata de sociedades vinculadas, el
programa y el presupuesto establecidos por los
puntos 1 y 2 se limitarán a la parte de la activi-

dad de la sociedad relacionada con la gestión del
servicio público. Corresponde a la empresa su
aprobación, y su envío al Departamento de
Economía y Finanzas y al Gobierno tendrá valor
informativo y no vinculante.

Artículo 41
Estas sociedades se someterán a las audito-

rías que regula el artículo 16.

Artículo 42
Las personas que prestan servicios en estas

sociedades están sometidas, a las normas civi-
les mercantiles o laborales que, según su función,
les correspondan.

CAPÍTULO V
De los recursos y reclamaciones

Artículo 43
1. Contra los actos de las entidades regula-

das en los capítulos II y III sujetas a derecho ad-
ministrativo, se puede recurrir por vía adminis-
trativa ante el/la titular del departamento al que
estén adscritas.

2. La resolución del/de la titular del depar-
tamento es susceptible de recurso contencioso
administrativo.

3. Los plazos y las características de los re-
cursos son los establecidos con carácter gene-
ral por las leyes de procedimiento.

4. El recurso extraordinario de revisión, si
procede, se interpondrá ante el órgano adminis-
trativo que dictó el acto impugnado.

5. En materia urbanística, se aplica el régi-
men de recursos regulado por su legislación
específica.

Artículo 44
1. Las reclamaciones, previo recurso de re-

posición potestativo en su caso, sobre la aplica-
ción y la efectividad de los tributos cuya gestión
sea encomendada a las entidades autónomas
reguladas en el capítulo II tienen carácter eco-
nómico administrativo y deberán presentarse
ante estos tribunales.

2. Contra la resolución de estos órganos po-
drá interponerse recurso contencioso adminis-
trativo.

Artículo 45
Antes de ejercer acciones ante los órganos ju-

risdiccionales civiles y laborales contra las entida-
des reguladas en el capítulo II, será preciso formu-
lar reclamación previa al ejercicio de acciones
civiles y laborales, con el carácter y los efectos
regulados por las leyes generales sobre procedi-
miento administrativo. La competencia para de-
cidir sobre dichas reclamaciones corresponde al
titular del departamento al que estén adscritas.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Las relaciones financieras de la Generalidad
con las empresas públicas deben ajustarse a las
previsiones de la Directiva 80/723/CEE, de 25 de
junio de 1980, y de las disposiciones comunita-
rias que la desarrollan o modifican, en los casos
y con las condiciones que les sean de aplicación.

DISPOSICIONES FINALES

Primera
Esta Ley se aplica supletoriamente al ente

público Corporación Catalana de Radio y Te-



Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya      Núm. 3791A – 31.12.2002 23213

levisión, que continúa rigiéndose por la Ley 10/
1983, del 30 de mayo.

Segunda
Se autoriza al Gobierno para que desarrolle

esta Ley y establezca requisitos adicionales por
lo que respecta a los controles presupuestarios
y financieros a cuyas empresas se aplica.

Tercera
1. La letra d) del artículo 5 de la Ley de finan-

zas públicas de Cataluña queda modificada de
acuerdo con lo que establecen las disposiciones
de esta Ley.

2. No serán aplicables a las entidades y em-
presas a que hace referencia esta Ley las dispo-
siciones de la Ley 10/1982, del 12 de julio, de
finanzas públicas de Cataluña, y de la Ley 11/
1981, de 7 de diciembre, de patrimonio de la
Generalidad, que se opongan a las disposicio-
nes de esta Ley.

3. Quedan derogadas todas las disposiciones
que se opongan a los preceptos de esta Ley.

(02.354.158)

DECRETO LEGISLATIVO
3/2002, de 24 de diciembre, por el que se aprue-
ba el Texto refundido de la Ley de finanzas pú-
blicas de Cataluña.

La disposición final segunda, apartado 1, de
la Ley 21/2001, de 28 de diciembre, de medidas
fiscales y administrativas, autorizó al Gobierno
para que, en el plazo máximo de un año desde
la entrada en vigor de la Ley, elaborara un nuevo
Texto refundido de la Ley 10/1982, de 12 de julio,
de finanzas públicas de Cataluña, incorporan-
do las modificaciones que se introducen median-
te esta Ley y las introducidas por las leyes de
presupuestos posteriores a la entrada en vigor
de su primer Texto refundido, aprobado por el
Decreto legislativo 9/1994, de 13 de julio, y por
las leyes siguientes:

Ley 9/1997, de 23 de junio, sobre la partici-
pación de la Generalidad en sociedades mercan-
tiles y civiles, y de modificación de las leyes 11/
1981, 10/1982 y 4/1985.

Ley 17/1997, de 24 de diciembre, de medidas
administrativas y de organización.

Ley 25/1998, de 31 de diciembre, de medidas
administrativas, fiscales y de adaptación al euro.

Ley 4/2000, de 26 de mayo, de medidas fisca-
les y administrativas.

Ley 15/2000, de 29 de diciembre, de medidas
fiscales y administrativas.

Asimismo, el apartado 1 de la disposición final
cuarta estableció que la autorización para la re-
fundición incluía también la facultad de regu-
larizar, aclarar y armonizar estas disposiciones,
así como la obligación de efectuar la conversión
a la unidad monetaria euro de todos los importes
a los que hacen referencia las disposiciones que
han de integrar el Texto refundido.

Por tanto, en ejercicio de la delegación men-
cionada, de acuerdo con el dictamen emitido de
la Comisión Jurídica Asesora, y de acuerdo con
el Gobierno,

DECRETO:

Artículo único
Aprobar el Texto refundido de la Ley de fi-

nanzas públicas de Cataluña, que se publica se-
guidamente.

DISPOSICIÓN FINAL

Este Decreto legislativo entrará en vigor el
día siguiente de su publicación en el Diari Ofi-
cial de la Generalitat de Catalunya.

Barcelona, 24 de diciembre de 2002

JORDI PUJOL

Presidente de la Generalidad de Cataluña

FRANCESC HOMS I FERRET

Consejero de Economía y Finanzas

TEXTO REFUNDIDO
de la Ley de finanzas públicas de Cataluña

CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 1
Las finanzas de la Generalidad de Cataluña

están reguladas por esta Ley y por las otras le-
yes que la desarrollen.

Las normas de la Ley de presupuestos cons-
tituirán la ejecución de sus preceptos, para cada
ejercicio presupuestario.

Artículo 2
1. Integra la Hacienda de la Generalidad el

conjunto de los ingresos y de las obligaciones
económico-financieras que le correspondan.

2. La administración financiera de la Gene-
ralidad está sometida al régimen de presupuesto
anual y de unidad de caja, debe ser intervenida
siguiendo las normas de esta Ley y deberá rendir
cuentas a la Sindicatura de Cuentas de Cataluña
y al Tribunal de Cuentas del Estado, de acuer-
do con las disposiciones que regulen las funcio-
nes de estos organismos.

3. Todos aquellos que manejen los caudales
públicos serán responsables ante la Generalidad,
en los términos legales, de los perjuicios que le
puedan ocasionar.

Artículo 3
1. Corresponde a la administración financiera

de la Generalidad el cumplimiento de las obli-
gaciones económicas de sus órganos, entidades
autónomas y empresas públicas mediante la
gestión y la aplicación de sus recursos a aque-
llas finalidades y a la ordenación de aquello que,
en materia de política económica y financiera,
sea de la competencia de la Generalidad.

2. Corresponde, asimismo, a la administra-
ción financiera las funciones atribuidas a la Ge-
neralidad en materia de tutela financiera sobre
las corporaciones locales de Cataluña y de or-
denación y control de las instituciones financie-
ras y de crédito que operen en el territorio ca-
talán.

3. Las Juntas de Finanzas de la Generalidad
resolverán las reclamaciones que se presenten
respecto a los tributos y exacciones propias y
aquellas otras que la Ley determine.

Artículo 4
1. Las entidades autónomas de la Generali-

dad pueden ser de tipo administrativo o de tipo
comercial, industrial o financiero.

2. Son empresas de la Generalidad, a los efec-
tos de esta Ley, las sociedades civiles o mercan-
tiles con participación mayoritaria de la Gene-
ralidad, de sus entidades autónomas o de las
sociedades en que la Generalidad o las mencio-
nadas entidades tienen también participación
mayoritaria en su capital social, así como aque-
llas entidades de derecho público sometidas a
la Generalidad, con personalidad jurídica pro-
pia, que deban ajustar su actividad al ordena-
miento jurídico privado.

3. Son empresas vinculadas, a los efectos de
esta Ley, las sociedades civiles o mercantiles que
son gestoras de servicios públicos de que es ti-
tular la Generalidad o las que han suscrito con-
venios con ésta, y en las cuales ésta tiene la facul-
tad de designar todos o una parte de los órganos
de dirección o participa directamente o indi-
rectamente, como mínimo, en un cinco por cien-
to del capital social.

4. Las sociedades de la Generalidad se regi-
rán por las normas de derecho mercantil, civil
y laboral, excepto en las materias en que sea de
aplicación la presente Ley.

Artículo 5
Serán materia de ley del Parlamento de Ca-

taluña las cuestiones financieras siguientes:
a) El presupuesto de la Generalidad y de sus

entidades autónomas y sus modificaciones a
través de la concesión de créditos extraordina-
rios y suplementos de crédito.

b) El establecimiento, la modificación y la
supresión de los tributos y recargos.

c) La emisión y la regulación de la deuda
pública de la Generalidad y sus entidades autó-
nomas, la concertación de operaciones de cré-
dito y la prestación de avales.

d) La pérdida de la posición mayoritaria de
la Generalidad y la disolución de las sociedades
en que tenga participación mayoritaria la Ge-
neralidad; las adquisiciones a título oneroso de
participaciones en las sociedades civiles y mer-
cantiles cuando tengan por objeto acciones sin
voto o bien cuando la participación en el capi-
tal no se corresponda con una congruente po-
sición en las juntas o en la gestión de la entidad.

e) Las grandes operaciones de carácter eco-
nómico y financiero.

f) El régimen general y en especial en materia
financiera de las entidades autónomas de la Ge-
neralidad.

g) El régimen de patrimonio y de la contra-
tación de la Generalidad.

h) Otras materias que, según la ley, debían
regularse de esta manera.

Artículo 6
La Generalidad disfrutará, tanto en aquello

que hace referencia a sus prerrogativas como a
sus beneficios fiscales, del mismo tratamiento que
la Ley establece para el Estado. Sus entidades
autónomas disfrutarán de las prerrogativas y los
beneficios fiscales que las leyes establezcan.

CAPÍTULO II
Los ingresos

Artículo 7
La Hacienda de la Generalidad está consti-

tuida por los ingresos siguientes:
1. El rendimiento de los impuestos estable-

cidos por la Generalidad.
2. El rendimiento de los tributos que le cede

el Estado.


